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Per Curiam 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de junio de 2022. 

La Sra. Grace Monge La Fosse (señora Monge) 

solicita que este Tribunal revise una Resolución que 

emitió el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Aguadilla (TPI), el 26 de abril de 2022. En esta, el TPI 

declaró no ha lugar la Moción sobre Nulidad de Subasta. 

 Se desestima por falta de jurisdicción. 

I. Tracto Procesal 

 El 28 de enero de 2014, el Banco Popular de Puerto 

Rico (BPPR) presentó una Demanda por cobro de dinero y 

ejecución de hipoteca por la vía ordinaria contra el 

Sr. Américo Vega Hernández y su esposa, la Sra. María 

Magdalena Castillo Morales t/c/c María Castillo Morales 

(matrimonio Vega-Castillo).1 El 14 de marzo de 2014, el 

BPPR presentó una Demanda Enmendada.2 El 19 de junio 

 
1 Apéndice Apelación, págs. 2-4. 
2 Íd., págs. 6-8. 



 
 

 
KLAN202200365 

 

2 

de 2014, el Sr. Américo Vega Castillo (señor Vega) 

presentó una Contestación a la Demanda Enmendada.3  

El 26 de junio de 2017, el TPI notificó una 

Sentencia Sumaria.4 Ordenó la ejecución de la hipoteca y 

la venta en pública subasta del inmueble hipotecado, 

entre otras cosas. El 28 de junio de 2017, el TPI emitió 

una notificación enmendada de la Sentencia Sumaria.5 

El 14 de enero de 2022, la señora Monge presentó un 

Aviso al Tribunal sobre Cesión de Crédito Litigioso en 

Pago a Acreedora Grace Monge La Fosse.6 Informó al TPI 

que se había convertido en cesionaria en derecho de las 

causas, pues se había efectuado una cesión del crédito 

litigioso. La señora Monge no solicitó ser incluida como 

cesionaria mediante una sustitución de parte o acumulada 

en el pleito en carácter de cesionaria. 

 El 17 de marzo de 2022, la señora Monge presentó 

una Moción de Nulidad de Subasta ante Aviso de Venta 

Judicial y Edicto Defectuosos.7 El 18 de marzo de 2022, 

el TPI dictó una Orden. Concedió a la señora Monge diez 

días para mostrar legitimación como cesionaria.8 El 1 de 

abril de 2022, la señora Monge presentó una Moción en 

Cumplimiento de Orden.9 

 El 2 de abril de 2022, el BPPR presentó una Réplica 

a Moción en Cumplimiento de Orden y Reiterando Oposición 

a Moción sobre Nulidad de Subasta.10 Reiteró que la 

señora Monge no tiene legitimación para efectuar 

reclamación alguna. 

 
3 Íd., págs. 10-11. 
4 Íd., págs. 13-23. 
5 Íd., págs. 36-46. 
6 Íd., págs. 51-52. 
7 Íd., págs. 74-79. 
8 Íd., págs. 100-101. 
9 Íd., págs. 103-106. 
10 Íd., págs. 110-116. 
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 El 26 de abril de 2022, el TPI declaró no ha lugar 

la Moción de Nulidad de Subasta ante Aviso de Venta 

Judicial y Edicto Defectuosos.11 

Inconforme, el 17 de mayo de 2022, la señora Monge 

presentó una Apelación e indicó: 

El [TPI] erró al denegar la solicitud de 

nulidad de subasta ante aviso de venta 

judicial y edicto defectuosos por describir 

una propiedad distinta a la propiedad objeto 

del pleito. 

 

Tanto el aviso de venta judicial como edictos 

describieron una propiedad distinta a la 

propiedad objeto del pleito que encuentra a 

1.31 millas de distancia de la propiedad 

publicada. 

 

 El 26 de mayo de 2022, el BPPR presentó una Moción 

en Solicitud de Desestimación. Alegó que este Tribunal 

no tiene jurisdicción para atender la Apelación, pues no 

la presentó una parte con legitimación activa. 

 El 7 de junio de 2022, la señora Monge presentó una 

Moción en Cumplimiento de Orden. Indicó, entre otras, 

que el señor Vega suscribió un acuerdo de cesión de 

crédito litigioso y que es la cesionaria en derecho de 

todas las causas de acción de los demandados. 

Con el beneficio de las comparecencias de las 

partes se resuelve. 

II. Marco Legal 

La legitimación activa se refiere a la condición o 

atributo que permite a una persona comparecer a un foro 

judicial a reclamar algún derecho. Es uno de los 

requisitos que confiere vitalidad al principio de 

justiciabilidad. PPD v. Gobernador I, 139 DPR 643, 676 

(1995). A través de esta doctrina se determina si la 

parte que comparece es la adecuada para reclamar un 

 
11 Íd., págs. 118-119. 
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derecho. Es requisito que todo demandante tenga 

legitimación activa para realizar con eficacia cualquier 

trámite judicial. Col. Ópticos de PR v. Vani Visual 

Center, 124 DPR 559, 563 (1989). Cónsono con lo anterior, 

la Regla 15.1 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 15.1, requiere que todo pleito se tramite “a 

nombre de la persona que por ley tenga el derecho que se 

reclama”. 

El análisis para determinar si un promovente tiene 

legitimación activa para entablar una reclamación se 

realiza en términos de la doctrina de autolimitación 

judicial. PPD v. Gobernador I, supra, pág. 764. El 

principio de justiciabilidad, en consonancia con el 

ejercicio de la autolimitación, impone al tribunal “el 

deber de examinar si las partes que pretenden un remedio 

judicial poseen legitimación activa”. Hernández Torres 

v. Hernández Colon, 131 DPR 593, 599 (1992).  

Así pues, una parte ostenta legitimación activa 

cuando: ha sufrido un daño claro y palpable; ese daño es 

inmediato, preciso, no abstracto ni hipotético; existe 

una relación causal razonable entre la acción que se 

ejecuta y el daño alegado; y la causa de acción surge al 

amparo de la Constitución o de alguna ley. PPD v. 

Gobernador I, supra, pág. 666; Asociación Maestros de 

Puerto Rico v. Srio. Educación, 137 DPR 528, 535-536 

(1994). (Énfasis suplido). En fin, el examen de la 

legitimación activa es un mecanismo que el tribunal 

utiliza para delimitar su propia jurisdicción “y no 

adentrarse en los dominios de otras ramas de gobierno, 

y no lanzarse a resolver cuestiones hipotéticas o 

planteadas dentro de un contexto inadecuado”. Hernández 
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Torres v. Hernández Colón, supra, pág. 598. (Énfasis 

suplido). 

A la luz de la normativa expuesta, se resuelve. 

III. Discusión 

En resumen, la señora Monge plantea que su 

legitimación activa emana de una cesión de crédito 

litigioso. El BPPR, por su parte, plantea que la 

señora Monge no efectuó una sustitución de parte y no 

evidenció que la cesión de crédito ocurrió.  

Conforme se indicó en la Sección II de esta 

Sentencia, la Regla 15.1 de las Reglas de Procedimiento 

Civil, supra, advierte que los pleitos se tienen que 

tramitar a nombre de la persona que por ley tenga el 

derecho que se reclama. Sin embargo, conforme a la 

Regla 22.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 22.3, cuando ocurra una cesión de interés puede 

continuarse el pleito, en lo pertinente, como sigue:  

En caso de cualquier cesión de interés, podrá 

continuarse el pleito por o contra la parte 

original a menos que el tribunal, previa 

solicitud al efecto, disponga que el(la) 

cesionario(a) sea sustituido(a) en el pleito 

o acumulado(a) a la parte original.  

 

El problema que evidencia la trayectoria procesal 

de este caso es que para que estén disponibles cualquiera 

de las alternativas que permita continuar el pleito, 

tendría que haber ocurrido la cesión de crédito. Ahí es 

que reside el obstáculo mayor, a saber, que la señora 

Monge no lo ha podido acreditar mediante documentación 

fehaciente. 

 Este Tribunal entiende que el TPI ha dado 

oportunidad amplia para que la señora Monge acredite que 

tiene legitimación para litigar el caso contra el BPPR 
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como cesionaria y concluye que, al día de hoy, no ha 

podido hacerlo.  

Como se indicó, la jurisdicción no puede estar 

sujeta a la discreción de los foros judiciales cuando no 

la hay. Por ende, este Tribunal no puede conceder el 

remedio que solicita la señora Monge. En ausencia de 

jurisdicción, este Tribunal desestima su recurso por 

falta de legitimación.  

IV. 

 Por los fundamentos expuestos, se desestima por 

falta de jurisdicción. 

Lo acordó el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


